El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Sentencia  – 07 de julio de 2017 – Improcedente
Proceso: 



Tutela – 

Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-00627-00
Accionante:


Javier Elías Arias Idárraga.

Accionado:


Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el Alcalde de ese municipio, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda.

Magistrado Sustanciador:  

Claudia María Arcila Ríos
Temas: 



HECHOS NO SON CIERTOS - IMPROCEDENTE - “En efecto, de acuerdo con lo señalado por la Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia el proceso radicado bajo el No. 2015-00157 corresponde a un proceso de impugnación de la paternidad promovido por Dagiberti Tapias contra María Daniela Orozco.
Y aunque dicha funcionaria también señaló que se tramita una acción popular radicada bajo el No. 2017-00157 la cual fue rechazada por falta de jurisdicción, no es posible establecer que esta sea la misma a la que aluden los hechos de la demanda, teniendo en cuenta las siguientes razones: a) esta Sala, por auto de 4 de los cursantes, con el fin de aclarar dicha circunstancia, solicitó al demandante identificar con su número de radicado, el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos. Sin embargo, a ello no procedió , aunque se le haya remitido copia de la acción de tutela, que pidió para poder atender ese requerimiento ; b) en la acción de tutela se dijo que en el proceso en que encuentra el citado señor lesionados sus derechos, la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, le ordenó al juzgado accionado dar cumplimiento al artículo 18 de la Ley 472 de 1998, pero según lo advertido por la funcionaria accionada y las pruebas incorporadas al proceso, en la citada acción popular 2017-00157 fue este Tribunal el que concedió la tutela, dispuso dejar sin efecto los autos por medio de las cuales se inadmitió y se rechazó esa demanda y ordenó decidir nuevamente sobre su admisión  y c) el cúmulo significativo de acciones populares promovidas por el actor, no permite determinar con claridad que se traten de los mismos asuntos. 

En estas condiciones los hechos en que se fundamentó el amparo no han tenido ocurrencia, pues el proceso que tramita el juzgado accionado bajo el radicado anunciado en la demanda, esto es el “2015-157-01”, no es una acción popular como lo afirma el actor, sino que corresponde a uno de otra naturaleza.”

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, julio siete (7) de dos mil diecisiete (2017)

Acta No. 347 del 7 de julio de 2017
Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00627-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el Alcalde de ese municipio, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular radicada bajo el No. “2015-157-01”, que formuló, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia le ordenó al juzgado accionado cumplir el artículo 18 de la Ley 472 de 1998. Sin embargo, “ahora saca auto sin prueba alguna y decide enviar mi acción ante jurisdiccion (sic) administrativa” a pesar de que, a prevención, la formuló ante la jurisdicción civil y que actualmente ese mismo despacho tramita otra acción popular instaurada contra UNE, cuyo radicado es el No. “2015-100”.
2. Considera lesionados el derecho a la igualdad, a las garantías procesales y a la presunción de buena fe. Para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado: a) admitir la acción popular que formuló; b) aplicar la “ley 142 y 143 y tramitar mi accion (sic) popular ante la juridiccion (sic) civil” y c) acreditar cómo tramitó la acción popular radicada “2015-100”, propuesta contra UNE.  
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 22 de junio, se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de La Virginia, al Procurador, al Defensor del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda. No se ordenó hacerlo respecto de la entidad accionada en el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos, porque según se desprende de los hechos de la demanda, esa acción popular fue rechazada, y por tanto aún no ha concurrido a esa actuación.
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 La titular del juzgado accionado empezó por indicar que en ese despacho no se tramita la acción popular a que se hace referencia en los hechos de la tutela, pues el radicado 2015-00157 corresponde a un proceso de impugnación de la paternidad promovido por Dagiberti Tapias contra María Daniela Orozco. Sin embargo, sí cursa una acción popular radicada bajo el No. 2017-00157 en la cual, esta Sala, en sede de tutela, concedió el amparo solicitado, dejó sin efectos los autos de inadmisión y rechazo de la demanda y le ordenó decidir nuevamente sobre su admisibilidad, sin exigir al actor acreditar los supuestos fácticos que sustentan su pretensión, se expresen los derechos colectivos lesionados y se señalen las personas perjudicadas con esa vulneración; luego de lo cual, por auto del 7 de febrero, resolvió rechazar la acción por falta de jurisdicción como quiera que la demandada UNE-EPM Telecomunicaciones, es una sociedad anónima de carácter comercial, descentralizada por servicios del orden municipal y filial de una empresa industrial y comercial del Estado, de manera que es a la jurisdicción contenciosa administrativa a la que corresponde conocer del asunto, de conformidad con el artículo 15 de la Ley 472 de 1998. Se opuso a las pretensiones de la demanda.

3. La Defensoría del Pueblo guardó silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Correspondería a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso es procedente la acción de amparo contra la providencia por medio de la cual la funcionaria demandada rechazó la acción popular que dice haber promovido el actor y si con esa decisión se vulneraron los derechos fundamentales de que es titular, pero resulta que la solicitud de amparo se fundamentó en hechos inexactos.
3. En efecto, de acuerdo con lo señalado por la Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia el proceso radicado bajo el No. 2015-00157 corresponde a un proceso de impugnación de la paternidad promovido por Dagiberti Tapias contra María Daniela Orozco
.

Y aunque dicha funcionaria también señaló que se tramita una acción popular radicada bajo el No. 2017-00157 la cual fue rechazada por falta de jurisdicción, no es posible establecer que esta sea la misma a la que aluden los hechos de la demanda, teniendo en cuenta las siguientes razones: a) esta Sala, por auto de 4 de los cursantes, con el fin de aclarar dicha circunstancia, solicitó al demandante identificar con su número de radicado, el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos. Sin embargo, a ello no procedió
, aunque se le haya remitido copia de la acción de tutela, que pidió para poder atender ese requerimiento
; b) en la acción de tutela se dijo que en el proceso en que encuentra el citado señor lesionados sus derechos, la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, le ordenó al juzgado accionado dar cumplimiento al artículo 18 de la Ley 472 de 1998, pero según lo advertido por la funcionaria accionada y las pruebas incorporadas al proceso, en la citada acción popular 2017-00157 fue este Tribunal el que concedió la tutela, dispuso dejar sin efecto los autos por medio de las cuales se inadmitió y se rechazó esa demanda y ordenó decidir nuevamente sobre su admisión
 y c) el cúmulo significativo de acciones populares promovidas por el actor, no permite determinar con claridad que se traten de los mismos asuntos. 
4. En estas condiciones los hechos en que se fundamentó el amparo no han tenido ocurrencia, pues el proceso que tramita el juzgado accionado bajo el radicado anunciado en la demanda, esto es el “2015-157-01”, no es una acción popular como lo afirma el actor, sino que corresponde a uno de otra naturaleza. 
La Corte Suprema de Justicia, en proceso de tutela propuesta por quien en este asunto actúa como demandante, en el que también se relataron hechos que no guardaban relación con lo acaecido en el proceso en el que el peticionario encontraba la lesión de sus derechos, dijo:


“Visto lo anterior, la Corte advierte que tal como lo indicó el Tribunal a quo, no es viable entrar a examinar las puntuales inconformidades del actor, puesto que los planteamientos plasmados en el escrito de tutela, no guardan alguna relación con lo actuado dentro del asunto 2015-01053-00, por cuanto, no se avizora que la autoridad accionada haya rechazado de plano la demanda del tutelante por falta de competencia, sino al contrario, lo que aconteció fue que la inadmitió para que él realizara unas aclaraciones y aportara unas pruebas, empero, como aquél no cumplió con la carga, se rechazó la demanda.


Se refuerza lo preanotado, porque el auto que “rechazó” la demanda por no haberse subsanado se profirió el 29 de abril de 2016, es decir, con posterioridad a la presentación del presente auxilio, y bajo esa circunstancia, no es posible analizar los descontentos del tutelante, itérese, la falta de congruencia entre lo relatado en el escrito de tutela y lo que se adelantó en el juicio; además, tampoco se observó que la autoridad querellada hubiese rechazado algún recurso de apelación por improcedente…”

De acuerdo con lo expuesto, no resulta posible analizar si se satisfacen los requisitos generales de procedencia de la tutela, que permitan pasar luego al análisis de las causales específicas para que el amparo solicitado frente a providencias judiciales se abra paso.

En esas condiciones, se negara el amparo reclamado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V E 

PRIMERO. Se niega la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el Alcalde de ese municipio, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda..
(Continúa parte resolutiva de sentencia de primera instancia proferida en la tutela radicada 66001-22-13-000-2017-00627-00)
SEGUNDO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
TERCERO. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folio 12


� Ver constancia a folio 19


� Ver folios 16, 17 y 18


� Ver copia del fallo proferido por esta Sala, en los folios 15 a 26 del archivo denominado acción popular 2017-00157, contenido en el disco compacto remitido por el juzgado accionado que obra a folio 11


� Sala de Casación Civil, sentencia de tutela del 9 de junio de 2016, MP: Dr. Luis Alfonso Rico Puerta, radicación 66001-22-13-000-2016-00515-01
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